El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LIQUIDACIÓN ADICIONAL DE SOCIEDAD COMERCIAL / ES PROCEDENTE POR ANALOGÍA CON LA PARTICIÓN ADICIONAL DE LA SOCIEDAD CONYUGAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / LOS SOCIOS PUEDEN DERIVARLA DE DICHA LIQUIDACIÓN ADICIONAL / ANÁLISIS PROBATORIO / NO SE CONFIGURÓ EN ESTE CASO.
Sobre la legitimación en la causa, es necesario comenzar por decir que la activa se ha definido como la cualidad de titular del derecho subjetivo que se invoca y por pasiva, la calidad de obligado a ejecutar la prestación correlativa. Su ausencia se producirá cuando a pesar de concurrir a un proceso demandante y demandado, carece el primero de interés jurídico digno de protección o por no ser el segundo el llamado a satisfacer la obligación que se le reclama. En cualquiera de tales eventos la sentencia ha de ser de mérito, desestimatoria de las pretensiones, porque el fenómeno que se analiza es elemento propio de la petición y no de la acción. (…)
Solicitan los demandantes se hagan las declaraciones atrás resumidas, todas con fundamento en los contratos que celebraron la sociedad Distribuidora Rafo Ltda. y  Cervecería Unión S.A. y encuentran la legitimación en la causa para demandar en la escritura pública No. 836 del 27 de marzo de 2010, en la que se les adjudicaron “las pretensiones del presente proceso”, pues la primera de tales sociedades fue disuelta y liquidada por escritura pública No. 575 del 8 de junio de 2007. (…)
… el concepto 220-113572, rendido el 30 de diciembre de 1999 por la Superintendencia de Sociedades… sobre el procedimiento a seguir para efectos de adjudicar bienes que dejaron de inventariarse y adjudicarse en una sociedad ya disuelta y liquidada, transcribió lo que ya había expuesto en oficio 220-32269 del 12 de junio de 1997, incorporado y ampliado en el oficio 220-3877 del 25 de enero de 1999. Así dijo:

“… En efecto, de acuerdo con los artículos 616 y 620 del Código de Procedimiento Civil, modificados por el Decreto 2282 de 1989, habrá lugar a efectuar partición adicional cuando después de terminado el proceso de sucesión aparezcan nuevos bienes del causante o de la sociedad conyugal, o cuando el partidor dejó de adjudicar bienes inventariados, para lo cual deberán aplicarse las reglas señaladas…"

“Tenemos entonces que para la adjudicación de los bienes que no se incluyeron en el inventario del patrimonio social, el liquidador de la sociedad debería proceder a realizar una liquidación adicional, teniendo en cuenta para ello las normas mencionadas y según si los activos sociales hayan sido suficientes para cancelar la totalidad del pasivo externo de la compañía. Si este pasivo quedó totalmente cubierto, los bienes que nos ocupan podrían distribuirse entre los asociados teniendo en cuenta para ello lo dispuesto en los artículos 248 y siguientes de la Legislación Mercantil…”
Siendo evidente que los actores instauraron la acción como adquirentes de “las pretensiones de la demanda ordinaria que piensa promoverse en contra de CERVECERÍA UNIÓN S.A.”, puede decirse que en principio estarían autorizados para solicitar de la jurisdicción del Estado, se resolviera la controversia que al efecto plantearon.

Y así se dice porque no obra en el plenario prueba de la que pueda inferirse que son los demandantes los titulares de los derechos litigiosos que pretenden sean decididos por medio de este proceso.
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A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, marzo doce (12) de dos mil veinte (2020)
Acta No. 096 del 12 de marzo de 2020
Expediente 05360-31-03-001-2010-00339-01
        

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 26 de junio de 2019, procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso la parte demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Itagüí, el 5 de octubre de 2012, en el proceso ordinario instaurado por los señores Laura Rocío Acevedo Acevedo, Orlando de Jesús Valencia Giraldo y Yhon Fredy Gómez Ocampo contra la sociedad Cervecería Unión S.A. 
PRETENSIONES 

Solicita la parte actora se hagan las declaraciones que a continuación se resumen: a) que en desarrollo del encargo encomendado a la sociedad Distribuidora Rafo Ltda. por Cervecería, coexistieron dos relaciones contractuales, una de reventa de productos a los clientes captados en la zona “por cuenta de mi poderdante” y un contrato de agencia  comercial de hecho, respecto de los clientes codificados; b) la demandada abusó de sus derechos y/ se enriqueció sin justa causa a costa de la sociedad Distribuidora Rafo Ltda., c) como consecuencia de esos hechos y de la terminación del contrato de distribución y venta celebrado entre las referidas sociedades, la demandada debe reconocer a los demandantes, por daño emergente, la suma de $50.000.000 debidamente indexada; $1.296.000.000 por lucro cesante; $180.000.000 por la afectación del good will; las cesantías comerciales como agente comercial y la indemnización por terminación unilateral e injusta; como consecuencia de esta última reclamación, la demandada debe reconocer y cancelar a los demandantes, por cesantías comerciales, la suma de $540.000.000 que equivalen a la doceava parte del promedio de la comisión, regalía o utilidad recibida en los  últimos tres años, debidamente indexada y reconocer a los actores, la suma de $1.296.000.000 como indemnización.
HECHOS
Como constitutivos de la causa petendi, el apoderado de la parte actora invocó, en extenso, los que a continuación se sintetizan:
1. La sociedad demandada exigió a los actores, para contratar la comercialización de sus productos, crear una sociedad; en virtud a esa imposición, se creó la que denominaron Distribuidora Rafo Ltda. y les remitió un contrato de distribución comercial que redactó en forma exclusiva, cuyo objeto era la reventa de los productos que fabricaba y/o distribuía, dentro del territorio impuesto; su poderdante (sic) asumió la distribución, comercialización y venta de esos productos, los que acreditó en las zonas establecidas.

2. Además de esa comercialización y venta, se impuso a su poderdante (sic) la distribución de los mismos a los clientes codificados, función cumplida por todos los agentes comerciales, incluyendo a “mi poderdante”, a quien se le reconocía la correspondiente comisión, a título de flete. Además, en las zonas prefijadas, debía entregar a los clientes que la demandada indicara, un obsequio que consistía en un descuento sobre las ventas.

3. El contrato referido fue de adhesión, incluye el de reventa y agencia comercial de hecho y contiene una serie de condiciones impuestas por la sociedad demandada, las que relaciona.
4. “Mi poderdante” cumplió sus obligaciones y la empresa demandada dio por terminado el contrato de manera unilateral, sin fundamento alguno y cancelando una pírrica cantidad de dinero, lo que genera el pago de las indemnizaciones que también discrimina.

5. El ejercicio arbitrario de la posición dominante por parte de la empresa  demandada es evidente de acuerdo con lo narrado y porque se quedó con la clientela captada por la sociedad convocante, entregando la agencia a otra persona y los clientes a un nuevo distribuidor, “olvidando que ésta (sic), respecto al contrato de reventa- (sic) no era de la sociedad convocada”.
6. Las irregularidades que relata, generan el reconocimiento y pago de las indemnizaciones consagradas en el artículo 1324 del Código de Comercio.

7. La terminación unilateral e infundada del contrato suscrito “con mi poderdante” causó al convocante perjuicios a título de daño emergente, pues tuvo que celebrar contratos de transacción con sus trabajadores, por la terminación del de naturaleza laboral que con ellos había celebrado; además, dejó de recibir la utilidad que ascendía, anualmente, a $300.000.000 y se afectó su good will.

8. La sociedad Distribuidora Rafo Ltda. fue disuelta y liquidada por escritura pública No. 575 del 8 de junio de 2007 y mediante escritura pública No. 836 del 27 de marzo de 2010, se adjudicaron a los demandantes las pretensiones de este proceso.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. La demanda se admitió por auto del 16 de julio de 2010.

2. Trabada la relación jurídica procesal, la sociedad demandada dio respuesta al libelo. Negó en su mayoría los hechos de la demanda y se opuso a las pretensiones.
3. Realizada la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, dentro de la cual se declaró fracasada la conciliación, se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas; luego se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que aprovecharon ambas partes.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
Se produjo el 5 de octubre de 2012. En ella se declaró que los demandantes carecen de legitimación en la causa; se negaron las pretensiones y se les condenó a pagar las costas causadas a favor de la sociedad demandada.

Para decidir así, en síntesis, consideró el funcionario de primera sede que los actores carecían de la posibilidad de ejercer la acción,  pues el negocio que dio soporte a la reclamación fue celebrado con la sociedad Distribuidora Rafo Ltda., no con sus socios individualmente considerados y aquella se encuentra disuelta y liquidada, o sea que se produjo su desaparición jurídica, dejó de existir y carece de capacidad para ejercer derechos o contraer obligaciones; en la liquidación realizada no se incluyó crédito litigioso, crédito o expectativa de pago a cargo de la sociedad demandada.

En conclusión, dijo, la única legitimada para demandar con base en el contrato de distribución sería la Distribuidora Rafo Ltda., pero al dejar de existir por efectos de su liquidación, no puede recomponerse, ni reclamar los socios una declaración que solo a aquella correspondía y “con la cual no se contaba con certeza alguna en el trámite de la disolución, liquidación y adjudicación del ente societario”.
RECURSO DE APELACIÓN
Inconforme con el fallo, lo apeló el apoderado de los demandantes. Alegó que por medio de escritura pública No. 836 del 27 de marzo de 2010, otorgada en la Notaría Segunda de Rionegro, Antioquía, el liquidador de la sociedad Distribuidora Rafo Ltda., adjudicó a los demandantes las pretensiones de este proceso; ese documento se presume auténtico, no fue tachado de falso y se ordenó tener como prueba; por lo tanto, desconocerlo, lesiona el derecho fundamental a un debido proceso.
Agregó que el trabajo de partición y adjudicación de una sociedad compete al liquidador del ente jurídico; si aparece una nueva partida, él debe proceder a realizar una partición adicional, pues no puede quedar en el limbo jurídico un activo social y aunque no hay una norma que señale el procedimiento a seguir en tal caso, sí aparece en materia de sucesiones, en los artículos 4º del decreto 1729 de 1989 y el 620 del Código de Procedimiento Civil; por tanto, si esa partición adicional procede en caso de muerte de una persona natural, lo mismo debe aplicarse en los procesos de “muerte” de la persona jurídica, más, cuando el derecho litigioso es real.

Expresó que en la sentencia se dijo que para cuando se liquidó la sociedad no había pendiente adjudicación adicional alguna, por cuenta de una obligación condicional litigiosa, afirmación que considera desconoce lo plasmado en la referida escritura pública, en la que se señala que sí estaba pendiente la adjudicación de los derechos litigiosos contra Cerviunión; el que no se hubiesen incluido en el balance, no permite inferir su inexistencia, simplemente, para esa fecha, no se había previsto; la partición adicional existe para incluir activos que quedaron fuera de la liquidación; además, el juez conoció la realidad del litigio y su veracidad, hasta el punto que en proceso similar al debatido, por no decir que idéntico, se declaró la existencia de una agencia comercial de hecho y condenó “al reconocimiento y pago de unas cantidades” y aunque la única legitimada para actuar con fundamento en el contrato de distribución celebrado con la demandada sería la Distribuidora Rafo Ltda., la adjudicación “de las resultas del proceso dentro del trámite del trabajo de partición y adjudicación adicional legitima a los demandantes”. 
Solicita entonces se revoque la sentencia y se acceda a las pretensiones de la demanda.
El apoderado de la parte demandada se pronunció para decir que no se trata de analizar la validez o no de la escritura pública de partición adicional, pues liquidada la sociedad Distribuidora Rafo Ltda. no puede resucitar  para legitimar a sus socios como titulares de un activo que no estuvo en su patrimonio y que solo surgió como un “pensamiento”; admitir esa práctica atentaría contra la seguridad jurídica; ese “pensamiento” no es un activo patrimonial susceptible de adjudicación; los activos al momento de la liquidación de aquella sociedad ascendieron a $29.977.900, la que no se compadece con las excesivas sumas por las que se le demanda, con fundamento en la adición a la partición, en la que se adjudicaron las pretensiones de una demanda ordinaria que se pensaba instaurar contra Cervunión, a las que se le dio un valor de $3.000.000 en la escritura pública respectiva, diferente a la que se menciona en oficio dirigido al Notario Único del Carmen de Viboral, el 15 de enero de 2010, en la que se afirma que su valor, para efectos de escritura, era de $300.000.

Agregó que aunque la sentencia debe ser confirmada, de prosperar la apelación por el único hecho que en ella se analizó, la falta de legitimación en la causa por activa, solicita se nieguen las pretensiones porque  no existieron los contratos cuya declaratoria se pide, de acuerdo con el análisis probatorio que al efecto hace;  la terminación de la relación contractual entre las partes, por decisión de la demandada, estaba consagrada en el documento que rigió las relaciones entre ellas y a pesar de lo anterior, no hay prueba que acredite “las cuantías de lo pretendido”.
CONSIDERACIONES 

1. Es lo primero afirmar que este asunto se resolverá con fundamento en las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, pues aún no ha hecho tránsito legislativo.

2. Se hallan satisfechos en su integridad los presupuestos procesales y como ninguna causal de nulidad se ha configurado, se dictará  sentencia de mérito. 

3. Debe decidir la Sala, en primer lugar, si están legitimados los demandantes en la causa para promover la acción que intentaron, pues el juzgado concluyó que de ella carecían, mientras los demandantes sostienen lo contrario. Solo de establecerse que la tienen, se analizarán las pretensiones de la demanda.
4. Sobre la legitimación en la causa, es necesario comenzar por decir que la activa se ha definido como la cualidad de titular del derecho subjetivo que se invoca y por pasiva, la calidad de obligado a ejecutar la prestación correlativa. Su ausencia se producirá cuando a pesar de concurrir a un proceso demandante y demandado, carece el primero de interés jurídico digno de protección o por no ser el segundo el llamado a satisfacer la obligación que se le reclama. En cualquiera de tales eventos la sentencia ha de ser de mérito, desestimatoria de las pretensiones, porque el fenómeno que se analiza es elemento propio de la petición y no de la acción.

Sobre el tema dijo la Corte Suprema de Justicia:

“5. La legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al procesal, conforme lo ha tiene decantado la jurisprudencia. 

En efecto, esta ha sostenido que “el interés legítimo, serio y actual del “titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico”  (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pág. 360), exige plena coincidencia “de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), y el juez debe verificarla “con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (cas. civ. Sent. de jul. 1º/2008, [SC-061-2008], Exp. 11001-3103-033-2001-06291-01).

Y ha sido enfática en sostener que tal fenómeno jurídico “ ‘es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de este’ ” (Sent. de Cas. Civ. de ago. 14/95, Exp. 4268, reiterada en el fallo de 12 de junio de 2001, Exp. 6050)…”

5. Solicitan los demandantes se hagan las declaraciones atrás resumidas, todas con fundamento en los contratos que celebraron la sociedad Distribuidora Rafo Ltda. y  Cervecería Unión S.A. y encuentran la legitimación en la causa para demandar en la escritura pública No. 836 del 27 de marzo de 2010, en la que se les adjudicaron “las pretensiones del presente proceso”, pues la primera de tales sociedades fue disuelta y liquidada por escritura pública No. 575 del 8 de junio de 2007.

6. En el proceso están acreditados los siguientes hechos:

6.1 Por escritura pública No. 575 del 8 de junio de 2007, otorgada en la Notaría Única del Carmen de Viboral, Antioquía, el señor Orlando Valencia Giraldo, liquidador de la sociedad Distribuidora Rafo Ltda., protocolizó su liquidación y la cancelación de su existencia y representación en la Cámara de Comercio, aprobada por la asamblea extraordinaria de accionistas como se hizo constar en acta No. 10 del 14 de mayo de 2007
.

6.2 Esos actos se inscribieron en la Cámara de Comercio del Oriente Antioqueño, tal como lo acredita el certificado expedido por esa entidad
.

6.3 El señor Orlando Valencia Giraldo, actuando con idéntica calidad, elevó a escritura pública No. 836 del 27 de marzo de 2010, otorgada en la Notaría Segunda de Rionegro, Antioquía, la adición a la liquidación de la sociedad  Distribuidora Rafo Ltda., en razón a que terminado ese proceso aparecieron nuevos bienes de la sociedad, pues se dejaron de incluir en los inventarios y avalúos “las prestaciones (sic) de la demanda ordinaria que se pensaban presentar en contra de la sociedad Cervecería Unión S.A.”  y se propuso distribuir las pretensiones de esa demanda por partes iguales entre los socios, proceso que se estima para efectos escriturales en $3.000.000 sin importar el resultado efectivo del mismo, y se adjudicaron en el 33.33% para los exsocios, señores Laura Rocio Acevedo, Orlando de Jesús Valencia Giraldo y Yhon Fredy Gómez Ocampo; al segundo le correspondió el 33.34%
.
7. Como ya se expresara, el juzgado consideró que los demandantes carecían de legitimación en la causa para demandar, en razón a que el negocio que sirve de soporte a la reclamación fue celebrado con la sociedad Distribuidora Rafo Ltda., no con sus socios individualmente considerados;  como aquella se encuentra disuelta y liquidada, desapareció del mundo jurídico y carece por tanto de capacidad para ejercer derechos o contraer obligaciones; se agregó que en la liquidación realizada no se incluyó crédito litigioso, crédito o expectativa de pago a cargo de la sociedad demandada y la única legitimada para demandar con base en el contrato de distribución sería la referida sociedad, que ya no puede actuar porque carece de existencia.
8. En contravía de lo que dijo el juzgador de primera sede, a pesar de que no tiene establecido el legislador un mecanismo para realizar una partición adicional cuando aparecen bienes de una sociedad comercial disuelta y liquidada, ello no traduce que se prohíba realizarla, y estima este tribunal que a trámites como los previstos en los artículos 620 del Código de Procedimiento Civil,  hoy en el 518 del Código General del Proceso o en el artículo 3º, numerales 6 y 8 del Decreto 902 de 1988, modificado por el Decreto 1729 de 1989, puede acudirse cuando aparecen nuevos bienes de un causante o de la sociedad conyugal disuelta y liquidada.

Criterio que además encuentra sustento en el concepto 220-113572, rendido el 30 de diciembre de 1999 por la Superintendencia de Sociedades, en el que sobre el procedimiento a seguir para efectos de adjudicar bienes que dejaron de inventariarse y adjudicarse en una sociedad ya disuelta y liquidada, transcribió lo que ya había expuesto en oficio 220-32269 del 12 de junio de 1997, incorporado y ampliado en el oficio 220-3877 del 25 de enero de 1999. Así dijo:

“… En este orden de ideas y considerando que como unánimemente ha sido reconocido por la jurisprudencia y la doctrina nacional y extranjera, la constitución de las sociedades como sujetos de derecho equivale a lo que el nacimiento es para las personas naturales, e igualmente la liquidación supone lo que para estas constituye la muerte, con las consecuencias jurídicas que de una y otra se derivan, entre ellas la realización de su patrimonio para unas y la transmisión de los bienes del difunto a quienes lo sobreviven para las otras, es dable a juicio de este Despacho concluir que por la similitud existente entre los dos procesos y la finalidad que ambos persiguen, pueda acudirse a las normas de la legislación civil que regulan el trámite del proceso de sucesión por causa de muerte, dentro del cual sí está previsto el caso de la adjudicación adicional cuando quiera que haya aparición de nuevos bienes del causante después de terminada la sucesión, así como el de bienes inventariados que se hubieren dejado de adjudicar.
En efecto, de acuerdo con los artículos 616 y 620 del Código de Procedimiento Civil, modificados por el Decreto 2282 de 1989, habrá lugar a efectuar partición adicional cuando después de terminado el proceso de sucesión aparezcan nuevos bienes del causante o de la sociedad conyugal, o cuando el partidor dejó de adjudicar bienes inventariados, para lo cual deberán aplicarse las reglas señaladas…"
Tenemos entonces que para la adjudicación de los bienes que no se incluyeron en el inventario del patrimonio social, el liquidador de la sociedad debería proceder a realizar una liquidación adicional, teniendo en cuenta para ello las normas mencionadas y según si los activos sociales hayan sido suficientes para cancelar la totalidad del pasivo externo de la compañía. Si este pasivo quedó totalmente cubierto, los bienes que nos ocupan podrían distribuirse entre los asociados teniendo en cuenta para ello lo dispuesto en los artículos 248 y siguientes de la Legislación Mercantil…”
Ese criterio fue reiterado en concepto de la misma entidad, contenido en el oficio 220-0366327 del 21 de mayo de 2008.
Y con posterioridad a la fecha en que se suscribió la escritura pública N. 836 ya referida, se expidió la ley 1429, publicada en el Diario Oficial el 29 de diciembre de 2010, que en el artículo 27 autorizó las particiones adicionales con posterioridad a la liquidación voluntaria de una sociedad o cuando el liquidador deja de adjudicar bienes inventariados.

Siendo evidente que los actores instauraron la acción como adquirentes de “las pretensiones de la demanda ordinaria que piensa promoverse en contra de CERVECERÍA UNIÓN S.A.”, puede decirse que en principio estarían autorizados para solicitar de la jurisdicción del Estado, se resolviera la controversia que al efecto plantearon.

Y así se dice porque no obra en el plenario prueba de la que pueda inferirse que son los demandantes los titulares de los derechos litigiosos que pretenden sean decididos por medio de este proceso. 

En efecto, las declaraciones solicitadas guardan relación con dos relaciones contractuales: una de reventa y otra de agencia comercial entre la Distribuidora Rafo Ltda. y la sociedad demandada, respecto de cada una de las cuales se elevan las peticiones patrimoniales que siguen a la declaratoria de su existencia.

Y el objeto de la partición adicional, se insiste, fueron las pretensiones de una demanda que piensa iniciarse contra la sociedad demandada. Interpretando que fueron unos derechos litigiosos, dejó de indicarse en ese acto cuál era el objeto de la litis, el derecho incierto o el asunto en disputa que recibieron en adjudicación.

De esa manera las cosas, no pueden ser considerados los actores titulares del derecho a solicitar de la autoridad judicial, mediante sentencia judicial, las declaraciones a que se refieren las peticiones que elevaron en el escrito por medio del cual promovieron la acción, ante la ausencia de prueba al respecto.
Por eso no es menester analizar lo relacionado con la titularidad que fue transferida por la cesión.

9. En síntesis, como dejó de describirse el objeto que constituyó la partición adicional, no puede considerarse a los accionantes legitimados en la causa para demandar con fundamento en las acciones que hubiesen correspondido a la sociedad Distribuidora Rafo Ltda., mientras tuvo vida jurídica, con motivo de los tan referidos negocios jurídicos, que no recibieron en adjudicación, o por lo menos, no se plasmó así, de manera expresa, en el acto partitivo.

Esa falta de legitimación libera al tribunal de analizar los argumentos planteados por la parte demandada, respecto de si el objeto de la partición adicional era susceptible de ser adjudicado, como lo sostuvo al formular sus alegatos en esta sede, sobre las pretensiones y excepciones propuestas.
10. La Sala no comparte los argumentos expuestos por el impugnante, relacionados al parecer con el desconocimiento, por parte del juzgado de primera sede, de su propio precedente, el que no es conocido por este tribunal, el que tampoco estaría obligado a acatar.

DECISIONES Y CONCLUSIÓN 

Por tanto, la sentencia que se revisa será confirmada y se condenará a la parte actora a pagar las costas causadas en favor de la sociedad demandada.
No se fijarán las agencias en derecho en esta sede, porque la mayoría de la Sala, sobre tal aspecto, considera que debe aplicarse el Código General del Proceso.
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado  Primero Civil del Circuito de Itagüí, el 5 de octubre de 2012, en el proceso ordinario instaurado por los señores Laura Rocío Acevedo Acevedo, Orlando de Jesús Valencia Giraldo y Yhon Fredy Gómez Ocampo la sociedad Cervecería Unión S.A. 

SEGUNDO.- Costas en esta instancia a cargo de los demandantes y en favor de la sociedad demandada.

Notifíquese y cúmplase
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Con salvamento parcial de voto



DUBERNEY HERRERA GRISALES

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, marzo 12 de 2020
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Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 

Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto del año pasado
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada
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